
        
            
                
            
        

    





Introducción

EL ASALTO A LAS INSTITUCIONES













«No habrá muchas más oportunidades para mantener la España del 78. Y si los dos partidos de la derecha [PP y Vox] no lo entienden es posible que en breve llegue a ser demasiado tarde». Esta es la idea con la que finalizaba mi último libro, El gran impostor. Nunca estuvo previsto que fuese a haber una segunda parte, pero la hay. Del mismo modo que el propio Impostor —con mayúscula—, Pedro Sánchez, ha tenido una segunda parte; una en la que del asalto a la Justicia —cuyas bases se asentaron en la primera legislatura completa de Sánchez— se ha pasado al asalto pleno a la democracia.

«La España de la Transición y la Constitución del 78 dio un ejemplo rotundo. Cualquier cosa era posible si existía unidad y entendimiento entre los defensores de España y de la Constitución. Uno de los firmantes de aquel pacto histórico fue el PSOE, pero hoy permanece ajeno por completo a aquel espíritu. En esta situación España no puede permitirse una debilidad más, porque la traición del PSOE a la Constitución ha conformado un bloque férreo que busca el fin de la Carta Magna». Así seguía el epílogo del aquel libro. Por desgracia, todo se ha ido corroborando, y todos los peligros que se advertían se han materializado.

Pedro Sánchez usó la división de la derecha para afianzarse en un segundo mandato completo aquel 23-J de 2023. Los ataques cruzados en campaña electoral de dos partidos empeñados en subrayar lo que les divide y soterrar los que les une, y que son absolutamente evidentes en defensa de España, se lo permitieron a Sánchez. Y él decidió en aquel momento que comenzaba su segunda etapa. Ya no sería solo cuestión de controlar la justicia, sino también la prensa y hasta las empresas privadas, como muestra su permanente afán por colarse en el capital y los consejos de las compañías del Ibex-35.

Los acuerdos de Sánchez con Bildu —un partido que ha acumulado hasta noventa y seis etarras condenados en sus listas desde 2011 y que se niega incluso a calificar como terrorismo las matanzas perpetradas por sus asesinos (como dejó claro Pello Otxandiano, su candidato electoral en las elecciones autonómicas de 2024)— han seguido vigentes sin medida ni vergüenza. Su sumisión a las exigencias de los separatistas —amnistía a los políticos catalanes, pacto con Esquerra Republicana para un concierto económico que destruiría el sistema fiscal común, nuevas inversiones, traspaso de las líneas de cercanías (Rodalies) y de las competencias sobre inmigración, ataque y marcado de los jueces y periodistas…— se ha multiplicado, hasta el punto de que el Parlamento Europeo ha exigido expresamente a España que investigue las conexiones entre el régimen de Putin y el partido de Carles Puigdemont en respuesta al abandono del más mínimo sistema de control por parte de Sánchez; todo para conseguir el apoyo de Junts en el Congreso y sostener su gobierno. 

Admitiendo sin matices cualquier reforma exigida por los independentistas con tal de aferrarse al poder, Sánchez ha asumido el obsceno extremo de un supuesto «terrorismo light» que, según los redactores socialistas y separatistas del acuerdo para la aprobación de la ley de amnistía, no ha causado violaciones graves de derechos humanos, y ha considerado amnistiable el presunto delito de alta traición (los supuestos pactos secretos con Rusia), justificado y despenalizado por un supuesto derecho de los golpistas a levantarse contra los derechos y libertades de sus compatriotas.

Para blindarse ha dado dos pasos demoledores que delatan su plan para hacer saltar por los aires las más elementales bases democráticas: el ataque a la parte de la Justicia que ha decidido mantenerse independiente —gracias a Dios, mayoritario— y una ofensiva directa contra la prensa libre. Justicia y Prensa independientes son dos formidables muros contra todo avance autoritario, pero Sánchez anunció su propio «muro» en su intervención del 15 de noviembre de 2023, cuando aseguró: «Estamos eligiendo algo muy importante: o bien alzamos un muro ante estos ataques recurrentes de la derecha reaccionaria a los valores de la España democrática y también constitucional, o bien le damos salvoconducto». «Quiero anunciarles un compromiso: mientras yo sea presidente del Gobierno, toda la fuerza del Estado se dedicará a defender los valores democráticos y las libertades y los derechos de los españoles», aseguró ese día en el transcurso de la primera jornada del pleno de su investidura, celebrada casi cuatro meses después de las elecciones generales del 23-J, en un Congreso de los Diputados blindado —por petición expresa de Sánchez— con más de 1.600 policías. 

El único problema de aquella afirmación es que lo que Sánchez denominó «ataques recurrentes de la derecha reaccionaria a los valores de la España democrática y también constitucional» no eran sino las informaciones imbatidas ante la Justicia y ratificadas con toda una lluvia de pruebas, documentos y testigos sobre sus negociaciones y entregas a los separatistas, sobre las conexiones entre Rusia y Junts, o acerca de las imputaciones por terrorismo a sus socios separatistas. Lo único que era y es un «ataque a los valores de la España democrática» es la actitud del propio Pedro Sánchez, que considera reaccionarios a los electores de derechas, pero no a Bildu; a los empresarios, pero no a los okupas; a los defensores de la unidad de España, pero no a los que quieren dinamitar el artículo 2 de la Constitución Española; a los que recuerdan a las víctimas, pero no a sus asesinos; a los que luchan por el imperio de la ley, pero no a los que exigen su descuartizamiento en la sala de despiece de la amnistía.

Ese es el panorama al que se enfrenta España. El mismo que describía en El gran impostor, pero agravado. Porque mientras determinados sectores de la derecha siguen sin ser conscientes —o no quieren serlo— de la grave enfermedad que ha contagiado a España, todos los sectores antiespañoles han decidido unirse en su deseo de demoler el castillo constitucional, la unidad de España y la democracia liberal. Eso exige el control sin matices de los contrapoderes: la Justicia y la Prensa. Un paso previo para el pleno dominio de la propiedad, la empresa, los ahorros, el esfuerzo y el pensamiento de todo un país. A estas alturas, ¿alguien cree que Sánchez frenará su demostrada ansia de poder cuando consiga eliminar los contrapoderes que todavía defienden nuestras libertades? 

Fue el propio ministro Óscar Puente quien, en un alarde de peloteo y adulación sin límites, calificó a Pedro Sánchez como «el puto amo». Pero es posible que Puente acertara por primera vez, por pura casualidad, en el análisis de la personalidad de Sánchez. Efectivamente, esa es su actitud: la del «amo». No un presidente, no un servidor público, no un líder político convencido de un proyecto para España. No. El «puto amo»: convencido de que las instituciones, los cargos, los jueces, los fiscales y los medios de comunicación le pertenecen y deben servirle a él. Que todos le deben pleitesía.

Desde su llegada al poder a mediados de 2018, Pedro Sánchez no ha dejado de dar pasos para controlar las instituciones, y especialmente desde que conformó un Gobierno estable con Podemos en 2019. El muro que prometió erigir se cimenta en la vulneración de la independencia institucional y la eliminación de cualquier contrapoder que pueda frenar su ansia totalitaria. 

Así se ha hecho con el Tribunal Constitucional, el Tribunal de Cuentas y la Fiscalía General. Pero no es suficiente. Él quiere todo el control, sin matices. Mientras quede un solo fiscal, juez o periodista independiente, se arriesga a que los negocios, másteres y cátedras de su mujer, Begoña Gómez, los enchufes de su hermano, David Azagra, o las ayudas al gerente de la actividad empresarial de sus padres lleguen a las portadas de los periódicos y los tribunales.

Un repaso a la labor de Sánchez entre 2019 y 2022 —antes de las últimas elecciones generales de 2023— debería bastar para demostrar que el líder socialista no ha avanzado nada en su supuesta agenda social, pero sí en su agenda totalitaria. Mientras tanto, no ha hecho más que debilitar la situación y el poder adquisitivo de todos los españoles, especialmente de los más desfavorecidos. 

Aunque los datos macroeconómicos son positivos, la mayor parte de los otros indicadores señalan que la economía española ha evolucionado claramente peor que la media de los estados europeos. Solo a modo de resumen, el Producto Interior Bruto (PIB) per cápita —el indicador que mide el avance o caída del poder adquisitivo real de la población— cosechó en la primera legislatura de Sánchez un retroceso de un 2,6 %. Y si el análisis se centra en los más desfavorecidos —de los que Sánchez dice ser su máximo defensor—, el balance no es mejor: en la primera legislatura, el Gobierno socialista-comunista logró incrementar en un millón el número de personas vulnerables o con dificultades para llegar a fin de mes y en 3 puntos porcentuales el colectivo de pobreza severa. 

En resumen, nada de lo que ha hecho ha beneficiado ni a la población en general ni a los más desfavorecidos. Porque lo cierto es que el único objetivo de sus decisiones políticas y legislativas es garantizar su supervivencia y la acumulación de poder.

Sánchez nunca ha buscado el bien de España, sino el suyo propio. Habla de lawfare simplemente para intentar que se detengan las pesquisas a su mujer y a su hermano, porque el buen curso de esas investigaciones judiciales pone en peligro su continuidad como presidente. Ofrece cheques a los jóvenes no para acercarles a la cultura o incrementar sus posibilidades de empleo, sino para comprar su voto. Ofrece una amnistía a los mismos separatistas golpistas a los que en el pasado aseguraba que capturaría y entregaría a la Justicia porque necesita su voto para seguir en la Moncloa, no porque crea que puede contribuir a la convivencia entre españoles. Pacta con un partido plagado de etarras no porque le agrade vérselas con los herederos políticos de una banda terrorista, sino porque también necesita su apoyo para gobernar. Si por el camino entrega Pamplona a Bildu, blanquea a proetarras, excarcela violadores, divide España, anula la protección de la propiedad privada, destroza la generación de riqueza, dispara los impuestos, postra a España ante Marruecos, entrega la agenda internacional española al Grupo de Puebla y su promoción de las dictaduras comunistas o pone en riesgo la mismísima Constitución española o la monarquía, no significa demasiado para Sánchez, porque él sigue en el poder. Y cuando solo el poder importa, el régimen resultante es siempre el totalitario, pero la oposición sigue sin admitirlo, salvo honrosas excepciones, como la de Isabel Díaz Ayuso.





El control de las instituciones

No, el Gobierno Sánchez no ha aumentado el bienestar económico y social de los españoles, y los datos lo confirman sin paliativos. Y sí, ha capitaneado el mayor ataque a las instituciones democráticas desde hace décadas. Si en el pasado reciente se produjeron grandes crisis, como el golpe de Estado del 23-F, la crisis del 11-M o la intentona golpista del separatismo catalán del 17-O, la ofensiva de Sánchez es global, impulsada y defendida desde el poder ejecutivo, y también desde el legislativo, controlado por los socialistas y sus pactos con proetarras, separatistas, comunistas y golpistas. 

Como sabemos, Sánchez llegó al gobierno en julio de 2018 gracias a su moción de censura contra Mariano Rajoy. Desde entonces, no ha dejado de colonizar instituciones, empresas, sedes y cualquier ámbito en el que apuntalar su poder y control. Sirva como resumen la siguiente enumeración.

El Consejo de Estado —un organismo creado en el año 1526 por Carlos I—, es el máximo órgano consultivo del Ejecutivo. Pues bien, Sánchez ha purgado a sus miembros más críticos y ha impuesto una mayoría socialista, incluyendo a una nueva presidenta del Consejo, Carmen Calvo, con una carrera netamente política y partidista, no jurídica. Calvo ha sido vicepresidenta del Gobierno con Sánchez y ministra de Cultura con José Luis Rodríguez Zapatero, pero no ha sido esa «jurista de reconocido prestigio». Ni ha ejercido como abogada de renombre, ni como magistrada, ni como fiscal. Nada, salvo, eso sí, cargos públicos de la mano del PSOE. 

Para colmo, el nombramiento de Calvo llegó después de que el Tribunal Supremo anulase el de la antigua ministra socialista de Trabajo, Magdalena Valerio, por no cumplir con el requisito legal de «jurista de reconocido prestigio» para presidir el Consejo de Estado. Con su plaza de catedrática de Derecho Constitucional, Calvo quedaba blindada frente a una posible resolución judicial que denegase su nombramiento por su incompatibilidad con el principio de «jurista de reconocido prestigio» que exige la ley.

El Tribunal Constitucional ha sido otro de los campos conquistados por Sánchez. En él logró hacerse con una mayoría de izquierdas de siete votos contra cuatro. Entre los miembros colocados por el PSOE, figuran el antiguo ministro socialista de Justicia Juan Carlos Campo —autor de los indultos a los golpistas separatistas— y el propio presidente del Tribunal, Cándido Conde-Pumpido, fiscal general del Estado durante el mandato de Rodríguez Zapatero.

El Tribunal de Cuentas también está controlado por Sánchez. Nada menos que el máximo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica del Estado. Desde noviembre de 2021 está controlado por una mayoría de izquierdas y su presidenta es Enriqueta Chicano, impuesta por el PSOE y tan «neutral» que pidió actuar contra el PP y Vox por considerarlos un peligro para los derechos de las mujeres. Un correo electrónico suyo remitido a todo el personal el 15 de enero de 2019 incluía un documento titulado Ni un paso atrás, aprovechando su entonces cargo de presidenta de la Comisión de Igualdad del Tribunal. En ese documento pedía frenar a las formaciones de la derecha: 



Un centenar de mujeres han perdido la vida, asesinadas por serlo, por ser mujeres. Decenas de miles han sufrido malos tratos, de sus parejas o de desconocidos, por ser mujeres. Más de dos mil han sido violadas, fuera o dentro de la familia. Estamos hablando de 2018 y de España, uno de los países socialmente más avanzados del mundo, y con una legislación más progresista. […] Hay razones. Siempre las hay. Pero ahora más que nunca, porque la bestia parda que anida en cada rincón de la patria quiere liquidar la Ley contra la Violencia de Género, y sustituirla, claro, por una Ley de Defensa de la Familia. ¿De todas las familias? De la mejor, que, a buen seguro, según el obispo de Alcalá, Juan Antonio Reig Pla, será la católica, la que está protegida por los más homófobos de los sacerdotes.1 



En cuanto a la Fiscalía General del Estado, no es que haya sido tomada, es que se ha convertido en el vector más activo del deterioro institucional de la Justicia. Tras su mítica frase «¿De quién depende la Fiscalía? ¿Eh? ¿De quién depende?… Pues ya está», Sánchez pisó el acelerador de esta colonización a través de su segunda fiscal general en el Ministerio Público: Dolores Delgado. Había sido ministra de Justicia del Gobierno del PSOE entre junio de 2018 y enero de 2020. Era, además, la pareja de Baltasar Garzón, abogado relacionado con empresas venezolanas, según declaró el director de la contrainteligencia de la dictadura venezolana, Hugo Armando Carvajal, apodado El Pollo Carvajal. Este entregó pruebas al juez de la Audiencia Nacional Manuel García-Castellón que revelaban que el exjuez Garzón —expulsado de la judicatura por prevaricación— había cobrado presuntamente una cantidad millonaria de la compañía pública Petróleos de Venezuela, S. A. (PDVSA). La cosa iba a más, porque el documento con el contrato entregado a la Justicia detallaba una partida específica por el concepto de «coordinación con la Fiscalía». Y la fiscal general del Estado, Dolores Delgado, era la pareja de Garzón.2 

En plena acumulación de escándalos por Dolores Delgado, Sánchez optó por sustituirla por Álvaro García Ortiz, otro fiscal también vinculado al PSOE. A finales de 2019, siendo fiscal delegado de Medio Ambiente, García Ortiz participó en un laboratorio de ideas celebrado por el PSdeG-PSOE en un hotel compostelano, rodeado de carteles y símbolos del Partido Socialista.3 

El poder judicial no se ha librado de los intentos de colonización de Sánchez. A pesar de la mano tendida de la oposición para una renovación inmediata del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) tras años de bloqueo —con la condición de que fuera una designación sin mediación política y con elección directa por los jueces—, Sánchez se ha negado sistemáticamente, al tiempo que intentaba renovar el organismo utilizando la mayoría de la que dispone en el Congreso. Solo en junio de 2024 el PSOE y el PP alcanzaron un acuerdo de renovación del CGPJ, pero sin consenso en cuanto al sistema de elección de sus vocales. Sánchez se ha asegurado así una mayoría denominada «progresista» en el Consejo. 

Por otro lado, el Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) forma parte de esta larga lista de invasiones. Su presidente desde junio de 2018 es José Félix Tezanos, sociólogo afiliado al PSOE desde 1973 y antiguo secretario de Estudios y Programas del partido entre junio de 2017 y julio de 2018. No es un histórico del PSOE; es la pura historia del PSOE.

Presidente de Renfe en el momento de escribir este libro es Raül Blanco, militante del Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC) y secretario general de Industria y PYME entre julio de 2018 y diciembre de 2022, cuando Reyes Maroto estaba en el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo. Llegó después de que tuvieran que ser sustituidos el anterior presidente de Renfe, Isaías Táboas, y la secretaria de Estado de Transportes, Isabel Pardo de Vera, que presentaron su dimisión por el escándalo de los trenes que no cabían por los túneles de Cantabria y Asturias.

La empresa pública AENA, que gestiona los aeropuertos españoles y cotiza en el Ibex-35, tiene como presidente del consejo de administración y consejero delegado a Maurici Lucena, que fue diputado socialista por Cataluña y miembro del grupo de expertos que asesoraron a Pedro Sánchez en las elecciones generales de 2015. El Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE) tiene como director general a Gerardo Gutiérrez Ardoy, destacado miembro socialista de Albacete y antiguo secretario de Diálogo Social y Política Económica de la Comisión Ejecutiva Provincial del PSOE de esa provincia. De hecho, desde ese cargo se convirtió en uno de los apoyos de Pedro Sánchez en las primarias para liderar el PSOE. La Fábrica Nacional de Moneda y Timbre está presidida por Isabel Valldecabres Ortiz, la que fuera directora de Gabinete de la vicepresidenta primera Carmen Calvo. El Consejo Superior de Investigaciones Científicas (CSIC) lo encabeza Eloísa del Pino, exdirectora de Gabinete de la ministra de Sanidad, Consumo y Bienestar Social, la socialista María Luisa Carcedo. La Sociedad Estatal de Loterías y Apuestas del Estado tiene como director a Jesús Huerta Almendro, quien fuera director general de Presupuestos de la Consejería de Hacienda de la Junta de Andalucía socialista y secretario general del Servicio Andaluz de Salud. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, con Cani Fernández, la que fuera asesora del Gabinete de la Presidencia, bajo mando de Iván Redondo. El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con José Luis Rodríguez Álvarez, el que fuera jefe de Gabinete de Francisco Caamaño como secretario de Estado de Relaciones con las Cortes de Rodríguez Zapatero. La Sociedad Española de Participaciones Industriales (SEPI) está presidida por Belén Gualda, antigua secretaria general de Medio Ambiente y Cambio Climático y directora de Transportes de la Consejería de Obras Públicas y Transportes en el gobierno socialista andaluz. 

Y así podríamos seguir sin fin hasta llenar quince libros enteros. Porque la colonización ha sido y es incalculable. Inacabable. Ilimitada. Insaciable.

Porque Sánchez busca el poder absoluto.

Esa fue la evidente conclusión de El gran impostor. Esa fue la lección más obvia de la primera legislatura, centrada sin miramientos en un asalto a la Justicia y a las instituciones que, gracias a Dios y al aguante del poder judicial y de destacados magistrados y fiscales, no llega a lograr su objetivo con plenitud. Pero la línea se mantiene sin miramientos en la segunda legislatura de Pedro Sánchez. Como hemos señalado, del asalto a la Justicia hemos pasado a un asalto a la democracia.





Las alianzas de Sánchez

Respecto a las alianzas de Sánchez, Bildu ha quedado completamente blanqueado porque le apuntala en el poder. Para Sánchez, el partido de Arnaldo Otegi, condenado por su participación en actividades de ETA, es un ejemplo de ejercicio democrático. Un escrito de la asociación Dignidad y Justicia remitido a la Fiscalía General del Estado en 2023 recopiló todos los candidatos terroristas incluidos en las listas de Bildu hasta las elecciones municipales de 2023.4 Tras esos comicios, la formación independentista sumó otros siete candidatos para las elecciones autonómicas vascas de 2024 que habían sido condenados. En total fueron noventa y seis etarras, condenados en firme como integrantes de una banda criminal que, con sus casi novecientos asesinatos, ha destrozado la vida de otras tantas familias. De estos, más de 379 crímenes sin resolver.5 También ha provocado una diáspora de más de doscientos mil votantes, que facilitó el avance de los partidos nacionalistas y separatistas en las elecciones vascas. Así lo recoge el informe de la citada asociación: 



La inclusión, por parte de la formación política EH Bildu, de personas condenadas por delitos de terrorismo (89, hasta ese momento) a los procesos electorales acaecidos en España en 2011, 2015, 2016, 2019 y 2023, de manera reiterada y grave, supone una vulneración clara del artículo 9.3 de la Ley de Partidos, que establece que un partido puede ser ilegalizado cuando presente en sus listas candidatos condenados por terrorismo y no haber rechazado ni fines ni medios terroristas de forma pública, tal y como establece la Ley de Partidos […]. 

Todo ello, por su concurrencia con la flagrante vulneración de las libertades y derechos fundamentales de las víctimas del terrorismo, justificando los atentados contra la vida o la integridad de tantas y tantas víctimas del terrorismo, mediante la legitimación de estos condenados por tales execrables delitos terroristas como representantes de los ciudadanos incluyéndolos en sus listas, cuando la única finalidad no es otra que la de socavar los principios democráticos desde dentro de las propias instituciones, tal y como dispone el apartado 2 del artículo 9. Pues tal y como dispone el fundamento número 13 de la STC. 62/2011, de 5 de mayo de 2011, Recurso de amparo 2561-2011, «conviene concluir resaltando que la simple sospecha no puede constituirse en argumento jurídicamente aceptable para excluir a nadie del pleno ejercicio de su derecho fundamental de participación política. Puede que en el futuro la sospecha quede confirmada».



Pues bien, estos argumentos no fueron escuchados. Porque los asesinos incluidos en esas listas habían pactado apoyar a Sánchez a través de Bildu. El escándalo por estas candidaturas estalló semanas antes de las elecciones generales del 23-J de 2023. La respuesta de Bildu fue la de seguir sumando candidatos vinculados a ETA. La de Sánchez tampoco fue equívoca: blindó su pacto con los proetarras regalando el Ayuntamiento de Pamplona a la formación de Otegi.

¿Desconoce Sánchez el efecto de este blanqueamiento? En absoluto. Es impensable que nadie con mínima experiencia política pudiese pasar por alto el efecto de introducir en las instituciones a los herederos de una banda terrorista. Sánchez es totalmente consciente de los fines de Bildu, de su deseo de hacer saltar por los aires la Constitución, de su plan para romper la unidad de España y de su absoluta falta de respeto por cualquier planteamiento cercano a la libertad política, de expresión, educación o de cualquier tipo. Pero ese no es su problema, porque España no es su proyecto. Salvo honrosas excepciones, la oposición sigue sin darse cuenta de esta evidencia.

Por eso Sánchez es la persona perfecta para los separatistas. Porque su permanencia en el poder es la mayor garantía del triunfo de su plan de ruptura de España. Esa permanencia es lo que él les pide, y justo eso es lo único que ellos están dispuestos a entregar en un país al que odian y detestan.

Si el proyecto de Sánchez fuera a favor de España, no pactaría con quienes quieren destruirla tal y como la conocemos. Si su actitud fuera la de un miembro fiel a su partido, no traicionaría a las víctimas socialistas. El pacto con los proetarras no es sino una traición a las doce víctimas mortales del PSOE que dieron su vida por combatir los postulados etarras. ETA asesinó por primera vez a un militante socialista en octubre de 1979. Su nombre era Germán González López. Después llegó el senador Enrique Casas. Más tarde, Vicente Gajate, Fernando Múgica, Francisco Tomás y Valiente, Fernando Buesa, Juan María Jáuregui, Ernest Lluch y otros tantos. Si es capaz de mentir de manera sistemática a los españoles ¿alguien piensa que no iba a ser capaz de traicionar a su propia formación pactando con los herederos de los asesinos de muchos de sus militantes? 





La estrategia de la crispación y el odio

Sánchez sabe que sus votantes se harían este tipo de preguntas de no ser por su muro. Él se ha encargado de inyectar el odio a «la derecha». Su premisa es que todo el espectro ideológico desde el liberalismo al conservadurismo es heredero de Franco.

Vive en una permanente campaña política, basada en una sola consigna: él es el salvador de no se sabe qué —España no puede ser si pacta con todos los que quieren romperla— frente a una supuesta alianza de jueces, periodistas y partidos de ultraderecha. Él es el apóstol de la izquierda en un territorio sin clara definición amenazado por un fascismo renaciente. Con su visión sectaria y maniquea ha recuperado para la sociedad española el frentismo guerracivilista mientras hacía permanente labor de zapa contra el espíritu de la Transición. Con ello ha conseguido que sus propios votantes eviten esas preguntas delicadas sobre su responsabilidad y su traición a las víctimas socialistas.

Sus años de mandato hasta la fecha han sido de máxima crispación: alertas antifascistas; insinuación de ilegalización de Vox; agresión permanente a jueces con el falso argumento del lawfare y a periodistas con la falsa acusación de contribuir a la «máquina del fango» y los bulos, por más que ni una sola de sus acusaciones haya sido acompañada con una resolución judicial en contra de las informaciones publicadas. También es un hito de su estrategia de crispación el invento de la fachosfera para señalar a medio país; los permanentes insultos a cualquier que se le oponga, Ayuso, Álvarez de Toledo, Tellado, Abascal o cualquier miembro de formaciones de derechas calificados como «ultraderecha». Sabe bien que para no ver los negocios de su mujer o los enchufes de su hermano es necesario tener los ojos cegados por el odio.

Pedro Sánchez necesita el enfrentamiento, la tensión, la crispación. Vive del odio que dice combatir. Solo ese odio puede ignorar que ni una sola alianza entre el PP y Vox ha derivado en violaciones de derechos de ningún tipo. Ni sexuales, ni económicos, ni sociales, ni de las mujeres, ni de nada de todo eso que él afirma. Sin las gafas del odio que Sánchez propone con sus mensajes a los votantes de la izquierda, todo el mundo vería que el Madrid de Ayuso es el preferido de las celebraciones homosexuales, que los sistemas educativos que su partido no destroza son los que más oportunidades generan para los estudiantes y que la financiación público-privada de los hospitales implantada por los gobiernos constitucionalistas salva más vidas que los déficits sanitarios de su modelo desastroso. Todo el mundo vería que quien destroza derechos —el primero, el de la convivencia pacífica— es él. Y, además, con un solo propósito: el de seguir en el poder. Porque es un totalitario. 





Junts y la conexión del separatismo con Rusia

En febrero de 2024 el Parlamento Europeo aprobó una resolución por mayoría —433 votos favorables, 56 en contra y 18 abstenciones— para investigar las supuestas relaciones de eurodiputados con el Kremlin, y del independentismo catalán en particular, apuntando directamente al entorno de Carles Puigdemont. El texto fue aprobado por la mayoría de los grupos, incluidos los eurodiputados del PSOE —si bien estos se habían opuesto sin éxito a las enmiendas del PP y Renew Europe (Ciudadanos) que se referían explícitamente al expresident y a la amnistía—.6

El debate en la Eurocámara llevó por título «Russiagate: acusaciones de interferencia rusa en los procesos democráticos de la Unión Europea». La eurodiputada de Ciudadanos Maite Pagazaurtundúa presentó un informe sobre «los contactos estrechos y regulares» entre funcionarios rusos y líderes secesionistas catalanes «como una estrategia de Putin para promover la desestabilización en España y Europa», mientras que el PP presentó otro informe con cientos de casos que probaban las conexiones de los separatistas con Rusia.7 La respuesta de la Cámara comunitaria fue reconocer su «profunda preocupación» por las «supuestas relaciones entre los secesionistas catalanes y la Administración rusa». Es más, la resolución del Parlamento Europeo señaló que la injerencia rusa en Cataluña «formaría parte de una estrategia rusa más amplia para promover la desestabilización interna y la desunión de la UE», y que «hay pruebas de la interferencia y manipulación rusas en muchas democracias, así como de su apoyo práctico a fuerzas extremistas y entidades de mentalidad radical para promover la desestabilización de la Unión».

Sánchez decidió no hacer ni el más mínimo caso. No encargó ninguna investigación ni presentó denuncia alguna en los juzgados. Nada. Como si el Parlamento Europeo no hubiera hablado. Sánchez había pactado con Puigdemont para seguir en el poder y no pensaba hacer nada para investigar los lazos de Junts con el Kremlin, sino todo lo contrario, seguir con el blanqueamiento de los separatistas que le daban su apoyo en el Congreso.

La actitud del PSOE, ciertamente, no era nueva. Sánchez sabía ya en su primera legislatura que, más pronto que tarde, podría necesitar a Junts. Es más, sabía que buena parte de los posibles contactos no eran exclusivos de la formación de Puigdemont, sino que incluían a ERC y BNG —o a la eurodiputada letona Tatjana Zdanoka, acusada de haber trabajado para el Servicio Federal de Seguridad (FSB) ruso—. Se pudo confirmar la presencia en Cataluña de Zdanoka en las fechas próximas al golpe separatista.8 De hecho, a comienzos de 2024, el vicepresidente de la Comisión Europea exigió que la Eurocámara realizara una investigación interna y profunda sobre la eurodiputada letona tras recibir las acusaciones de colaboración durante dos décadas con el FSB. La Eurocámara denunció que Moscú había organizado «campañas masivas de desinformación en Cataluña» y apuntó a los «presuntos profundos contactos» y reuniones entre agentes rusos y miembros del movimiento independentista. El documento hablaba de la «extensa red de agentes» del Kremlin.

Iniciar esa investigación suponía para Sánchez cortar los puentes con los partidos separatistas y acabar con sus opciones de mínima gobernabilidad. Pese a las exigencias del Parlamento Europeo, Sánchez decidió amnistiar a Puigdemont y, con ello, sus relaciones con el Kremlin. Una vez deslegitimada la actuación policial y judicial contra los actos que rodearon el 1-O, las injerencias rusas no solo quedaban perdonadas, sino incluso bendecidas dentro de un supuesto derecho a la autodeterminación de Cataluña. 

El primer caso judicial de envergadura investigado en España por las injerencias rusas, a pesar de los continuos pisotones sufridos, fue el caso Volka, previo al caso Voloh e instruido por el juez Aguirre. 

En la documentación aportada por el PP en el debate de febrero de 2024 en el Parlamento Europeo, se incluía expresamente una mención al caso Volka, que identificaba hasta cinco miembros del espionaje ruso que operaban en Cataluña en relación con el golpe separatista. El juez llegó a la conclusión de que era necesario investigar las cuentas de Josep Lluís Alay, jefe de Gabinete de Puigdemont, por los indicios de conexión directa con el Kremlin. Y la respuesta del fiscal de la Audiencia Nacional fue inmediata: en el momento en que recibió la notificación de que el juez pretendía investigar el patrimonio de Alay, tras confirmarse sus contactos con enviados rusos, decidió solicitar el archivo del caso. Es más, el mando de la Guardia Civil encargado de la investigación adscrita al juzgado, el teniente coronel Daniel Baena, fue destituido a petición del separatismo. El PP depositó su queja expresa por este asunto en el Parlamento Europeo con una frase descriptiva de lo ocurrido: «La Fiscalía, tanto de Madrid como de Barcelona, ha obstaculizado la investigación de casos de injerencia rusa en el proceso independentista». Por su parte, la Cámara comunitaria subrayó su «total indignación y grave preocupación por los continuos esfuerzos de Rusia por socavar la democracia europea», y señaló a otras fuerzas políticas europeas por sus presuntos vínculos con el espionaje ruso. Pero para Sánchez eso no importaba en absoluto. La Eurocámara denunció también los evidentes contactos directos de Putin con Junts. Tampoco importaba para Sánchez, porque Junts podía salvarle. La Eurocámara denunció además el supuesto apoyo financiero ofrecido por Moscú al Frente Nacional en Francia, a la Lega de Matteo Salvini en Italia, al partido de extrema derecha austriaco FPÖ, a la campaña del Brexit y a un diputado en el Bundestag identificado como persona de contacto para el FSB. 

Aunque el Parlamento Europeo no mencionó en ningún momento a Vox, Sánchez decidió obviar las graves acusaciones que pendían sobre sus socios y denunció en cambio la cercanía de los de Abascal con el Frente Nacional o la Lega de Salvini, exigiendo de paso al PP que rompiese sus acuerdos con Vox. Pero era el Junts de Puigdemont uno de los principales partidos apuntados por la UE por sus pactos con Rusia, y se advertía de que Putin utilizaba «una amplia gama de tácticas de guerra híbrida para lograr sus objetivos» y que «la difusión de desinformación por parte de Rusia a través de los medios de comunicación tradicionales y las plataformas de redes sociales, la captura de las élites, la piratería de candidatos electorales y los ciberataques han alcanzado un nivel sin precedentes». Nada de eso fue importante para Sánchez.

Si la primera legislatura fue la rampa de salida para un ataque global a las instituciones sin precedentes en la democracia española, la segunda legislatura pretende plasmar —ese es el sueño de Sánchez— su triunfo total sobre los poderes y las instituciones del Estado. Por eso es tan absolutamente necesario sostener una firme defensa democrática, constitucional y patriótica que destape la verdadera cara totalitaria de un gran impostor llamado Sánchez.

Otro singular documento puede acreditar esta afirmación. Lo firmó el propio Pedro Sánchez tras asegurar que, como hombre «profundamente enamorado», debía valorar si merecía la pena seguir al frente del Gobierno cuando se investigaban los incalculables negocios de su mujer. Por cierto, muchos relacionados con rutas que acababan en contratos públicos, subvenciones públicas, viajes, programas de cooperación públicos, universidades públicas o rescates. Todo muy público, pero con intermediación muy privada. 

Era la carta de un presidente «reflexivo» —se autoconcedía cinco días de reflexión para él y de parón para España—, y en su declaración posterior aseguraba que «la única forma de avanzar es detenerse», pero terminó con una abierta declaración de guerra contra los jueces y la prensa crítica e independiente, la única merecedora de ser llamada «prensa». Expresaba también su pleno convencimiento de que merecía la pena seguir en el poder, en lugar de volverse a la plaza de profesor de universidad que había tenido antes. 

Su declaración final demostraba a las claras su actitud totalitaria: «He decidido seguir, con más fuerza si cabe», y añadió que «la carta no obedece a ningún cálculo político», mientras reconoció que gracias a ella «pudo desconcertar» y comprobar «las muestras de solidaridad y de empatía» o «la movilización social» en su defensa. Lo cierto es que esa «movilización» quedó en una concentración de apenas doce mil personas que se reunieron en Ferraz un día, en buena parte llevados hasta allí por el propio partido y bajo la atenta mirada de infinidad de cargos del PSOE. 

Pese a todo, durante su escenificación en las escalinatas de la Moncloa, el presidente del Gobierno desveló su verdadero plan. No dio ni una sola explicación sobre los negocios de su mujer, pero reafirmó su compromiso de «acabar con el fango» y los «bulos interesados», pidió «una reflexión colectiva que abra paso a la limpieza, a la regeneración, al juego limpio» y anunció «un punto y aparte». Todo un mensaje que dejaba entrever su intención de tomar medidas contra los medios y los jueces que informaban y seguían informando sobre los negocios de Begoña Gómez. Sánchez culminó su puesta en escena asegurando que era «una perversión democrática» confundir «libertad de expresión con libertad de difamación». «Pongamos fin a este fango de la única manera posible, mediante el rechazo colectivo, sereno, democrático que yo me comprometo a liderar», sentenció antes de pedir respaldo social para acabar con «la agenda regresiva».

La declaración de guerra totalitaria estaba encima de la mesa.

El argumento recurrente de Sánchez ha sido que ejercer cualquier derecho constitucional que pueda perjudicarle se convierte en «fascismo». Informar sobre los negocios de su mujer con empresas rescatadas públicamente es fascismo, según él. Y también es fascismo mostrar los viajes oficiales que ha aprovechado Begoña Gómez para hacer contactos en función de sus intereses particulares en el África Center que dirigía y obtener subvenciones. Mostrar las cartas de recomendación de su esposa pidiendo que a determinadas empresas les concedieran a dedo concursos públicos es fascismo. Revelar sus enchufes sin titulación universitaria en una universidad pública es fascismo. Sacar a la luz los datos del puesto creado ad hoc para su hermano en una Diputación socialista es fascismo. Exponer las pruebas de los contactos con Rusia de sus aliados en el Congreso es fascismo. Denunciar el listado de asesinatos de los etarras integrantes del partido con el que él pacta es fascismo. Todo es fascismo si le perjudica a él.

Este libro volverá a demostrar paso a paso, dato a dato, la falsedad de todas sus acusaciones sobre supuestos bulos y fango. Volverá a probar, como ya hizo El gran impostor, que es el político que mayor número de mentiras ha acumulado en la historia de la democracia española y que pretende imponer su interés pasando por encima de los derechos de una ciudadanía a la que no ha dejado de perjudicar en su capacidad económica, libertad de expresión, seguridad jurídica, marco institucional, clima de convivencia, defensa de la propiedad, etcétera.

Pero valga como anticipo la prueba más evidente de que es la propia Constitución la que desmiente a Sánchez a través de muchos de sus artículos. Por ejemplo:



Artículo 1. 1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político. 2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado. 



Sus iniciativas o dejaciones en contra de los propietarios de vivienda, sus saqueos fiscales con una elevación de la recaudación de más de 100.000 millones de euros al conjunto de la población, su amnistía para los golpistas, su agenda separatista y su argumentario para evitar el control judicial de su Gobierno y sus socios parlamentarios son buenas muestras de su espíritu plenamente contrario al mandato constitucional.



Artículo 2. 1. La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas. 



Pese a este artículo, Sánchez no ha dejado de caminar en la dirección de la ruptura nacional y firmó en 2017 un documento para reconocer las «aspiraciones nacionales de Cataluña». 



Artículo 3. 1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el derecho a usarla. 2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de acuerdo con sus Estatutos. 3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de especial respeto y protección. 



Pese a esta exigencia, ha favorecido que la lengua castellana sea pisoteada en los territorios gobernados por sus socios separatistas.



Artículo 9. 1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico. 2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social. 3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. 



Sánchez no ha dejado de presionar a los jueces para que frenen las investigaciones sobre los negocios de su familia y sobre los delitos que rodean a sus socios parlamentarios.



Artículo 14. 1. Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social. 



La amnistía de Sánchez es simplemente una voladura total de esa imperativa igualdad ante la ley al permitir que unos delincuentes se libren de sus penas a cambio de apoyar su mandato.



Artículo 20. 1. Se reconocen y protegen los derechos: a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción. b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica. c) A la libertad de cátedra. d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades. 2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa. […] 5. Solo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de resolución judicial. 



Sánchez no ha dejado de presionar y atacar a los medios que han publicado informaciones plenamente veraces sobre él y su entorno sin haber conseguido —ni intentado obtener en la inmensa mayoría de los casos— una resolución judicial que descalificase las citadas noticias.

Esa es la realidad de Sánchez, una actitud totalitaria que amenaza España gravemente y que este libro describirá con todo tipo de pruebas.

«Totalitario», en este caso, no es un adjetivo gratuito. Ojalá no existieran señales inequívocas de la actitud totalitaria de Pedro Sánchez. Pero es así. Su muro, anunciado y construido, piedra a piedra, contra todos los que se le oponen, y que son calificados automáticamente como «derecha reaccionaria», opuesta «a los valores de la España democrática y constitucional», es un símbolo del odio y la intolerancia frente a la libertad de expresión o de prensa, contra la independencia judicial, el derecho a la participación política y a la divergencia. En definitiva, contra todas las bases de la democracia liberal. 

Si Bildu es un ejemplo de democracia para Sánchez, Isabel Díaz Ayuso, la líder de la Comunidad de Madrid, elegida para vivir por miles de personas huidas de dictaduras comunistas o simplemente deseosas de poder ejercer su libertad sexual sin complejos es pura ultraderecha. Para Sánchez, el Tito Berni y sus fiestas con prostitutas y coca, o sus presidentes regionales y altos cargos del PSOE de Andalucía condenados por los ERE —un caso de corrupción de 679 millones de euros— son desvíos admisibles en la lucha de la progresía. Sin embargo, las alianzas del PP y Vox son pruebas inequívocas del retorno del fascismo. Para Sánchez, un partido como Junts, que defiende postulados de la extrema derecha racista —Quim Torra llamó a los españoles, en especial a aquellos catalanes que hablaban en castellano, «bestias […] carroñeras, víboras, hienas. Bestias con forma humana que destilan odio […]. Están aquí entre nosotros»—, es un socio al que se puede satisfacer en todas sus demandas. Su golpe separatista del 1-O debe ser olvidado o reescrito su significado. Todo para apuntalar al líder socialista en el poder. En cambio, para Sánchez y los suyos cualquier votante de Vox es la prueba viva de la invasión de la ultraderecha si osa exigir que las leyes sean igual para todos, hombres o mujeres, separatistas o no, políticos o ciudadanos, parientes de Sánchez o simples mortales.

No hay nada objetivo ni basado en principios en su planteamiento. Son netamente egoístas —su poder— y de pura utilidad relativista —premio para quienes le confieren el poder y castigo a quienes se le oponen—. Y esa es la actitud habitual de los gobernantes totalitarios. Por eso necesita Sánchez el control de la Justicia y de la Prensa. 

Con Sánchez recién aterrizado en la Moncloa, su mujer afirmaba en un reportaje de El País del 8 de julio de 2018 que debería dejar su actividad profesional «para evitar conflictos de intereses». El reportaje señalaba: «En estos días Begoña Gómez se aclimata a su nuevo hogar —donde se ha instalado con sus hijas de trece y once años la pasada semana, después de pintar como única reforma— y reflexiona sobre su actividad profesional, que probablemente abandone para evitar cualquier tipo de conflicto de intereses, según informan fuentes socialistas. Ella dio pinceladas de lo que podría ser su nueva vida durante el primer acto solidario al que asistió: “Creo que puedo ayudar y dar visibilidad a cuestiones solidarias”».9 La realidad es que a partir de entonces disparó todas sus vías de ingreso y negocio asesorando a empresas para conseguir fondos públicos repartidos por el Gobierno de su marido. Sin titulación universitaria, se hizo con la dirección de másteres y cátedras en la muy pública Universidad Complutense. Fue fichada como directora del Africa Center del Instituto Empresa —en competencia directa con la Complutense, sin más problema—. Se recorrió medio continente africano negociando su «colaboración» como «mujer del presidente»;10 firmó un acuerdo con un centro de nada menos que veinte mil ejecutivos de Marruecos, mientras su marido regalaba todo lo imaginable a Mohamed VI; firmó cartas de recomendación para una persona —la misma que impulsó su máster—, que acto seguido se hizo con más de 8 millones de euros en contratos públicos, y hasta se citó en la sede de Globalia en compañía de Víctor Aldama, comisionista de la trama PSOE-Koldo, al mismo tiempo que se negociaba un rescate público multimillonario del holding dirigido por Javier Hidalgo. 

Para Sánchez todo esto es normal, y toda España tiene que aplaudirlo, porque él es Sánchez. Él decide qué es bueno y qué es malo. Él distribuye a todos los demás a uno u otro lado del muro. Para él es inadmisible que se le pidan explicaciones por semejante obscenidad, incluido un juez, así que cualquier oposición y crítica se convierte automáticamente en antidemocrática. Para Sánchez, la democracia es él.







1
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La amnistía «inconstitucional» pasó a ser la necesaria salvación por la «concordia»

El PSOE en pleno antes de las elecciones del 23 de julio de 2023: «No va a haber amnistía. Este Gobierno no la va a aceptar» —Pedro Sánchez, presidente del Gobierno—; «La amnistía no cabe porque esto es un pacto entre españoles, no entre catalanes» —Juan Carlos Campo, entonces ministro de Justicia—; «Es que no es constitucional, no sé cómo se puede explicar con más claridad» —María Jesús Montero, ministra de Hacienda—; «Lo repetiremos por activa y por pasiva […], todas las pretensiones que se formalicen tienen que ser en el marco de la Constitución y de la ley. La amnistía no está reconocida» —Fernando Grande-Marlaska, ministro del Interior—; «Ni amnistía ni nada de eso» —Salvador Illa, líder del PSC—; «Dejémonos de paños calientes: el ciudadano Puigdemont debe presentarse ante la acción de la justicia, esa es su obligación» —Pilar Llop, ministra de Justicia en el momento de la declaración—; «La amnistía no es posible en nuestro país ni en ninguna democracia, porque la amnistía borra el delito, lo que significa que el poder judicial no existe» —Carmen Calvo, vicepresidenta del Gobierno)—. Así, una tras otra, todas las declaraciones del Gobierno que aseguraron que la amnistía no era constitucional. Porque no lo es. 

Aquella noche electoral del 23-J, Sánchez y sus seguidores salieron a celebrar en la calle Ferraz, y todo cambió. Lo que era inconstitucional pasó a ser constitucional. Es más, pasó a ser lo mejor que le había ocurrido a España. Aquella aberración jurídica pasó a ser «un paso valiente y necesario hacia el reencuentro», en boca de Sánchez: «Con la aprobación de la ley de amnistía abrimos un tiempo nuevo de convivencia y prosperidad en Cataluña». Lo hacía con el instrumento que él mismo había asegurado que era inconstitucional e inadmisible, pero ahora necesitaba los votos de Carles Puigdemont en el Congreso de los Diputados. 

Lo más llamativo es que las encuestas no llegaron a mostrar una caída brutal de sus votantes. En el fondo, debieron figurarse que todo era admisible con tal de que no llegara la derecha al poder. Todo, hasta la destrucción de la más pura esencia de ese Estado de derecho. 

Valgan como resumen la explicación supuestamente jurídica de Carmen Calvo y su enorme capacidad de contorsionismo legal y hasta moral. Tras afirmar que «la amnistía no es posible en nuestro país ni en ninguna democracia, porque […] significa que el poder judicial no existe», o que «la única respuesta posible es que no puede plantearse en un Estado constitucional democrático porque sería suprimir literalmente uno de los tres poderes del Estado, el judicial», pasó a asegurar que «la amnistía jurídicamente es posible, aunque no se esté de acuerdo con ella políticamente». Es más, la jurista de «reconocido prestigio» esgrimió el recurso del derecho de gracia, y demostró aún más la tremenda mentira construida por el Ejecutivo: «El derecho de gracia existe» y «hay que distinguir el plano jurídico del político». Bien, el derecho de gracia, efectivamente, existe y aparece regulado en la Constitución: «Artículo 62. Corresponde al Rey: […] i) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar indultos generales». Y una amnistía es, por definición —y la del PSOE lo es—, general. En síntesis, hasta en la explicación, la insigne jurista volvió a mentir y a demostrar que nunca debió ser nombrada presidenta del Consejo de Estado.

La realidad es que ni un ministro socialista ni, obviamente, su presidente admitían que fuera posible aprobar una amnistía antes de las elecciones. Así mantuvieron bien engañados a sus votantes. Los mismos políticos que habían llegado al poder por una moción de censura asegurando que España no podía tolerar las mentiras del PP.

El 16 de noviembre de 2023, Pedro Sánchez fue investido de nuevo como presidente del Gobierno. Lo hizo con los votos separatistas, comunistas y proetarras, aunque la nota oficial publicada en la web de la Moncloa omitió los nombres de los partidos que le apoyaban.11 El resumen oficial se limitó a señalar que «el Pleno del Congreso de los Diputados ha otorgado su confianza al candidato a la Presidencia del Gobierno en la primera votación de la sesión de investidura. Pedro Sánchez ha obtenido el apoyo de la mayoría absoluta de la Cámara con 179 votos a favor y 171 en contra». «La presidenta del Congreso, Francina Armengol, comunicará esta tarde al rey Felipe VI el resultado de la votación para el nombramiento de Pedro Sánchez como presidente del Gobierno de la XV Legislatura, de acuerdo con lo establecido en el artículo 99 de la Constitución. El jefe del Estado presidirá mañana en el palacio de la Zarzuela el acto en el que Pedro Sánchez jurará o prometerá el cargo. La sesión de investidura comenzó ayer con el discurso del candidato, en el que solicitó la confianza de los diputados y desgranó las prioridades del próximo Ejecutivo. Las intervenciones de los representantes de los grupos parlamentarios cerraron la primera jornada y han abierto hoy la segunda, culminada con la votación del Pleno del Congreso». Cierre de la explicación: ni rastro de Bildu, ni de Junts, ni de ERC, ni de Sumar, ni de Podemos.

Como la barbaridad jurídica para asegurarse los votos de Junts era tan evidente, Sánchez subió su apuesta en su estrategia de frentismo, el muro frente al pretendido fascismo, para justificar su pacto anticonstitucional. Porque solo con el velo del odio a la derecha podía justiciar la mentira más completa jamás lanzada a sus votantes.

Pero hasta aquella votación de investidura del 16 de noviembre aún habrían de pasar muchas cosas. A mediados de octubre los enviados de Sánchez no solo recibieron orden de negociar un acuerdo pleno en materia de amnistía y entrega de inversiones, condonación de la deuda pública catalana, la competencia en la gestión fronteriza de la inmigración o los Cercanías, sino que también recibieron la orden de no rechazar expresamente la posibilidad de un referéndum separatista para fraccionar España. 

Las negociaciones entre los independentistas y Sánchez entre octubre y noviembre de 2023 fueron dirigidas por Santos Cerdán, secretario de organización del PSOE y buen amigo de Koldo García Izaguirre —hasta el momento de la explosión del caso Koldo-PSOE, claro está—. Estaban marcadas dos rutas: la primera, amnistía; la segunda, el avance soterrado para establecer las bases jurídicas necesarias que hagan posible un referéndum separatista, siempre con ocultación a los medios de comunicación y a los votantes. El problema para terminar de cerrar el acuerdo nunca fue la objeción política del PSOE, sino las trabas jurídicas de encaje en la Constitución. Los negociadores socialistas eran los primeros que sabían que ambas rutas eran inconstitucionales.

Como comentó entonces una fuente conocedora de las negociaciones a Libertad Digital, «el problema es que Junts no se fía de la capacidad real del Gobierno para retorcer la Constitución hasta el punto de encajar una amnistía que es netamente inconstitucional en el marco de la actual Carta Magna». Si ese era el panorama para el «encaje» de la amnistía, qué decir de una «consulta o referéndum separatista que supondría aceptar de facto una autodeterminación negada en pleno por la Constitución Española», admitía, sin reparos, la misma fuente.

Dos artículos fueron especialmente analizados en las negociaciones. El primero define la soberanía nacional. Se trata del artículo 1. 2: «La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado». El segundo era el artículo 2: «La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas». El encaje en ese redactado de una agenda netamente separatista era y es pura utopía independentista. Pero la respuesta de los negociadores del PSOE a Junts aclaró ese punto y tranquilizó en parte a los de Puigdemont. Para eso había sido nombrado Cándido Conde-Pumpido, para aprobar la constitucionalidad de lo que no podía serlo. De eso se debía encargar él como presidente del Tribunal Constitucional, y por medio de una sala controlada por siete votos progresistas frente a cuatro.

Los separatistas exigieron garantías al PSOE de la capacidad para emprender esa voladura constitucional ante la evidencia de una argumentación jurídica demoledora en contra de la validez de la amnistía. Fueron los propios separatistas quienes recordaron que la amnistía dentro del marco de la Constitución Española había sido rechazada en reiteradas ocasiones durante los trabajos de elaboración de la Carta Magna. Efectivamente, fueron los «padres» de la Constitución los primeros encargados de negar este instrumento. Y, más tarde, quedó plasmado en la tramitación cuando se rechazaron dos enmiendas que pretendían otorgar poder de aprobación de una amnistía a las Cortes Generales, tal y como consta en los documentos parlamentarios recopilados tras las elecciones generales del 15 de junio de 1977, la Ley para la Reforma Política, y la sesión de aprobación de la Constitución, junto con el referéndum celebrado el 6 de diciembre de 1978.

La respuesta del PSOE a los separatistas fue la misma: de eso debía encargarse Conde-Pumpido, el alfil jurídico de los socialistas. En sus propias palabras, era el hombre al que llamaron para «arreglar el problema vasco». Con «problema», Pumpido se refería a franquear el acceso a las instituciones a los herederos de ETA. Ahora le habían llamado «para arreglar el problema catalán», esto es, satisfacer desde el frente jurídico el deseo de Sánchez de pactar con delincuentes y prófugos golpistas, posteriormente imputados, algunos de ellos, por terrorismo e investigados por sus conexiones con Rusia, sospechosas de espionaje y alta traición. Pretendía arreglarlo a su manera: forzando las leyes y la Constitución para que cupiera el deseo del PSOE de Sánchez.





Conde-Pumpido, el hombre clave en el jaque a la Constitución

Para encajar una amnistía y un referéndum separatista contrarios a la Carta Magna no valían Félix Bolaños ni Carmen Calvo, juristas de reconocida pleitesía socialista, pero de escasa capacidad y conocimiento real para fraguar un jaque a la Constitución de tal la envergadura. Se requería para la tarea al ya entronizado presidente del Tribunal Constitucional, Cándido Conde-Pumpido.

El elegido ya se había prestado a este tipo de tareas. Fue el fiscal general del Estado mientras se negociaba la entrada de ETA, reconvertida en partido político, en las instituciones españolas. Diseñó la estrategia que usaba al Tribunal Constitucional (TC) con ese fin al convertirlo en lo que nunca debió ser y para lo que carecía realmente de poder legal: una sala de casación posterior al Tribunal Supremo (TS). Hay que recordar que el TC no forma parte del orden jurisdiccional, y que este orden lo encabeza el Supremo por mandato constitucional. 

Fue Conde-Pumpido quien invocó a Arnaldo Otegi cuando en 2005 la Fiscalía pretendió encarcelarlo por su labor terrorista. Fue entonces cuando el exmiembro de ETA y líder de su brazo político, Herri Batasuna (HB) —calificado por Pablo Iglesias como «hombre de paz»— exclamó aquello de «¿Esto lo sabe Conde-Pumpido?». Pedro Cerracín, abogado de la Asociación de Víctimas del Terrorismo (AVT), que estuvo presente cuando se dictó la prisión para Otegi, describió en diversas ocasiones cómo el portavoz de Batasuna preguntó al fiscal si Cándido Conde-Pumpido sabía que le iban a meter en la cárcel. Según el abogado de la AVT, Otegi dijo que «si lo sabe, me parece verdaderamente increíble que estén pidiendo mi prisión ahora que estamos ofreciendo soluciones». Los abogados de Otegi llegaron a calificar —en claro tono de chantaje— de «curioso» que Otegi pudiera entrar en prisión cuando el entonces presidente, Rodríguez Zapatero, le había concedido el trato público de «interlocutor».

Con esos precedentes era llamado Conde-Pumpido a «arreglar el problema catalán»; el jurista más dispuesto a retorcer la Constitución con tal de fraguar los planes del PSOE. Por eso lo aupó Sánchez a presidente del TC. Y por eso le pidió a finales de 2023 que colaborara en secreto con el Gobierno en la elaboración de la ley de amnistía. Una irregularidad difícilmente justificable a la vista de la necesaria independencia que debería haber tenido el magistrado. Pero Conde-Pumpido aceptó. Igual que lo hizo más tarde para diseñar una consulta separatista que evitara la prohibición de ese tipo de referéndums en la Constitución. 

Las bases estaban sentadas y el separatismo no bajaría el listón de sus exigencias. Así lo hicieron saber Junts y ERC en septiembre de 2023, cuando ambas formaciones soberanistas emitieron el siguiente comunicado desde el legislativo autonómico catalán: «El Parlament se pronuncia a favor de que las fuerzas políticas catalanas con representación en las Cortes españolas no apoyen una investidura de un futuro Gobierno español que no se comprometa a trabajar para hacer efectivas las condiciones para la celebración del referéndum», rezaba la resolución arbitrada in extremis por Junts y ERC, con el apoyo de las CUP. 

De hecho, ERC, que el PSOE califica como «moderados» se adelantó a Junts para hablar no solo de amnistía, sino también de la necesidad de introducir el referéndum entre las condiciones para apoyar la investidura. Puigdemont, por supuesto, se sumó a esa petición. El pacto con el PSOE cerrado en noviembre de 2023 incorporó ambos puntos. La portavoz de Junts, Miriam Nogueras, no dejó de recordarlo en el Parlamento nacional, y los socialistas nunca lo desmintieron. 

Mientras tanto, Conde-Pumpido se puso manos a la obra. Y el punto de partida exigido por ERC era el más duro imaginable: «El Ejecutivo está elaborando la ley de amnistía tomando como base la proposición de ley que hizo ERC en el año 2021. Sobre este texto, el Ejecutivo trabaja juntamente con el senador de Esquerra Republicana y catedrático de Derecho Penal de la Universidad de Barcelona, Joan Queralt. Los textos posteriormente son remitidos a Conde-Pumpido para que los supervise o los matice. El intermediario del presidente del TC en el Gobierno sobre este asunto es el ministro de la Presidencia, Félix Bolaños», explicaron fuentes conocedoras de los trabajos jurídicos a Miguel Ángel Pérez, periodista de Libertad Digital.

Las mismas fuentes aseguraron que «ninguna ley sobre la amnistía será publicada en el Boletín Oficial del Estado (BOE) sin recibir el aval y el visto bueno definitivo de Conde-Pumpido, que es el jurista de referencia del PSOE, del Gobierno y del propio Pedro Sánchez. Todos los papeles pasan por Cándido, que es el encargado de planchar cualquier arruga de la ley que pudiera delatar su clara inconstitucionalidad». La frase no pudo ser más descriptiva.

La propia redacción de la ley de amnistía dejó constancia de la labor de Conde-Pumpido. Y es que el texto del primer borrador de la ley calcó el argumento más polémico jamás esgrimido por el entonces presidente del Tribunal Constitucional. En 2006, en plena negociación del PSOE con ETA, Conde-Pumpido era fiscal general del Estado, y siempre será recordado como el comodín salvador de Arnaldo Otegi cuando fue detenido, episodio al que hemos hecho referencia. En una intervención ante la Comisión de Justicia de la Cámara Alta, Conde-Pumpido afirmó que, en la medida en que una ley aprobada por el Parlamento, «interpretada sin trampas, aplicada sin inventos y sin atajos, sirva para que no haya más muertos, no consentiré que el Ministerio Fiscal deje pasar la ocasión de aplicarla con ese fin». Añadió que tampoco consentiría «trampas, inventos ni atajos al servicio de una justicia de trinchera que en lugar de buscar la paz social alimente la venganza o el enfrentamiento en pro del interés de quienquiera que sea». Aquel argumento empleado para retorcer la ley y la justicia con el fin de favorecer la negociación y la entrada de los etarras en las instituciones fue empleado, con leves cambios formales, en la justificación de la exposición de motivos de la ley de amnistía.12
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